Juzgado de Primera Instancia  ….
Negociado /Sección:      
Procedimiento: procedimiento ordinario ……..
Procurador contrario: …………………….
AL JUZGADO

(Se formula reconvención)

…………………………., Procurador de los Tribunales y (en virtud de escritura de poder para pleitos a mi favor otorgada y acompañada en el monitorio ………../2011 del que derivan los presentes autos) de doña ……………………………., mayor de edad, titular del N.I.F. ………………., vecina de Palma de Mallorca, con domicilio en 07013 Palma, calle …………………, ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO:


Dentro del plazo conferido al efecto, y bajo la dirección letrada de ………………………. (colegiado ejerciente nº ……… en el ICAIB, y con domicilio profesional en Palma, calle ----------------------------) procedo a presentar ESCRITO DE CONTESTACION A LA DEMANDA. Se basa la contestación en los siguientes hechos y fundamentos de derecho.
HECHOS


PRIMERO.- De las condiciones generales del contrato acompañado por la actora como DOCUMENTO NUMERO UNO de su demanda:

7.- El impago consecutivo de 2 recibos mensuales o de 3 en un período de 12 meses….. facultará a BANCO SYGMA para, previo aviso al mismo [al titular], dar por resuelto el contrato. BANCO SYGMA comunicará por escrito al domicilio del/los Titular/es su decisión de cerrar la cuenta. Al cerrarse la cuenta, BANCO SYGMA practicará la correspondiente liquidación, considerándose como cantidad líquida y exigible a los efectos de pago, el saldo resultante.


Nota: remito al documento original del contrato, anverso y reverso, que obra en los autos de juicio monitorio, por cuanto la copia acompañada con la demanda ordinaria (al menos la que le ha llegado a este letrado) resulta dificilmente legible.


Tal y como se desprende de la certificación expedida por la actora en fecha 30 de agosto de 2010, la cuenta de crédito concedida a mi mandante se cerró y liquidó por Banco Sygma Hispania S.E. en fecha 26 de enero de 2010.


Ni antes ni después de esa fecha la actora ha procedido a realizar la comunicación  escrita en el domicilio de la demandada poniendo en su conocimiento el cierre de la cuenta y la pretendida liquidación de la deuda, actos éstos que la propia demandante estableció en el documento referido como requisitos previos y necesarios para la determinación y reclamación al prestatario de eventuales saldos deudores.


La ausencia en el escrito demandade referencia alguna a esta obligación contractualmente asumida por la propia actora, así como la ausencia  de su justificación documental en el monitorio y en este procedimiento es prueba más que evidente de su no realización. Y en cualquier caso, supone el incumplimiento del onus probandi que atañe al actor, con los efectos legalmente prevenidos.


 Por tanto, la resolución unilateral del contrato por parte de la actora, el cierre de la cuenta y su liquidación se han realizado sin  observar las condiciones contractuales impuestas por la propia actora, que es el previo aviso y notificación escrita a la hoy demandada.

Lo anterior implica que no concurre causa de resolución ni que la deuda sea exigible, líquida y exigible de conformidad con lo dispuesto en las condiciones generales del contrato, redactada, recordémoslo, por la propia entidad demandante.


Lo anteriormente expuesto constiuye motivo suficiente para la desestimación sin más de la demanda, tal y como concluyó recientemente la Audiencia Provincial de Lleida, en sentencia 265/2009 de fecha 10 de julio de 2009 de su sección 2º (Referencia El Derecho Editores EDJ 2009/255519), en relación precisamente de contrato cuya ejecución pretendía la misma entidad hoy demandante:

A la vista del resultado que ofrece la referida prueba documental, y ante la falta de la más mínima explicación por parte de la demandante -sólo indica en su demanda que los demandados dejaron de atender los cargos, sin especificar ni concretar nada más- que corrobore la bondad de los datos que refleja su relación de movimientos (en contraposición con la del BBVA), y siendo que además, la resolución del contrato, el cierre de la cuenta y liquidación de la misma se condicionaron al previo aviso y notificación a los titulares, que no consta haberse realizado, la consecuencia no puede ser otra que la estimación del recurso y la desestimación de la demanda, al no haberse acreditado debidamente la concurrencia de la causa de resolución, ni por ende, que estemos ante una deuda vencida, líquida y exigible, de conformidad con lo expresamente dispuesto en las condiciones generales del contrato antes mencionadas, resultando de aplicación lo dispuesto en los arts. 217-1 y 2 de la LEC EDL 2000/77463, así como el art. 217-7 de la misma LEC EDL 2000/77463 relativo a los principios de facilidad y disponibilidad probatoria que, en el presente caso, revierten en perjuicio de la parte actora al no haber acreditado cumplidamente la concurrencia de los presupuestos necesarios para poder admitir su reclamación dineraria. Y todo ello

sin necesidad de analizar el resto de las alegaciones de la parte apelante puesto que al rechazarse la reclamación de la suma reclamada en concepto de principal huelga cualquier otra consideración en cuanto a los intereses devengados por aquélla suma.

No obstante lo anterior, y ad cautelam, pasamos a contestar el restante contenido de la demanda.


SEGUNDO.- Mi mandante, asalariada en el momento de la concertación del contrato (me remito a la propia documentación aportada por la actora junto con su petición inicial de juicio monitorio), ostenta frente a BANCO SYGMA HISPANIA la condición de consumidora, siendo la finalidad perseguida por ella con su solicitud de crédito la de atender las necesidades económicas familiares, y no atender con ello una actividad empresarial o profesional.

TERCERO.- Mi mandante suscribió el 16 de agosto de 2002 el documento acompañado por la actora como DOCUMENTO NUMERO UNO DE LA DEMANDA.


Todo el contenido de dicho documento, anverso y reverso, viene fijado de antemano por la actora, BANCO SYGMA HISPANIA, sin que haya oportunidad de negociar todas o alguna de las cláusulas pre-impresas en el documento, que es utilizando de forma estandarizada por la entidad demandante en sus relaciones con sus clientes, a los que impone la adhesión a dicho clausulado.

CUARTO.- La actora es una entidad financiera que se dedica a la concesión de préstamos y créditos al consumo, tal y como se deduce del propio contenido de su página web, el cual, si bien es actual, entendemos no debe diferir mucho del que tuviera en 2002, dado que su dinámica contractual no ha variado prácticamente.


Se acompaña, señalado como DOCUMENTO UNO DE LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, impresión de las distintas pantallas de la web de la actora.


QUINTO.- La actora no tiene establecimiento abierto en Palma, sino que son sus clientes, quienes tienen conocimiento de su existencia vía la publicidad que dicha entidad realiza, los que, como hizo mi mandante, contactan con ella telefónicamente.


La entidad actora, previo solicitar aquellos datos que considera oportunos, remite el impreso que se ha acompañado con la demanda como documento número uno, al que ya se han incorporado los datos personales del cliente, para que éste lo cumplimente, adjunte la documentación que previamente se le ha requerido, y lo remita por correo a la actora.


Ésta, previo estudio de la documentación, concede la operación por el importe que considera oportuno, que no es el prefijado en el documento, sino aquel que por su parte entiende que su devolución es asumible para el cliente. En el caso de la Sra. ............ ese importe no es de 3000.-€, sino de 1.200.-€, lo que se acredita mediante el primer asiento de abono del propio extracto acompañado por la actora junto con su escrito de demanda como DOCUMENTO NUMERO TRES, así como el contenido del propio documento contractual, en el que mi mandante solicitó poder disponer de una sola vez del “importe total de la cuenta”

Por tanto, el límite inicial de ese crédito era de 1.200.-€.


SEXTO.- Mi mandante solicitó ese crédito en la confianza de que con el pago de las cuotas mensuales prefijadas por la actora en el documento contractual se iría amortizando el capital dispuesto, pudiendo disponer nuevamente en caso de necesidad, y siempre dentro de ese límite concedido (1.200.-€) de aquellas sumas que se fueran devolviendo.

De esta forma, mi mandante atendió puntualmente el pago de todas las cuotas que por parte de la actora se le giraron desde el 3 de noviembre de 2002 (1ª cuota) hasta el mes de diciembre de 2008, con solo dos incidencias de devolución de cuota, luego abonadas, en diciembre de 2006 y febrero de 2008, según se desprende del propio extracto de movimientos aportando junto con la demanda por la propia entidad actora.


SEPTIMO.- Durante esos años, y merced al riguroso cumplimiento por parte de mi mandante del pago de las cuotas mensuales, la actora fue ofreciendo en distintas ocasiones a mi representada la posibilidad de disponer de nuevas cantidades, aumentando su límite de crédito, y que fueron aceptadas por mi mandante entendiendo que, amén de puntuales aumentos de crédito, lo que estaba haciendo era reutilizar sumas ya amortizadas.

OCTAVO.- Así, la actora transfirió a mi mandante los siguientes importes, en euros, de acuerdo con el cuadro aportado por la actora:

	Fecha
	Importe €

	13/09/2002
	1200

	03/02/2003
	757

	29/09/2003
	950

	03/01/2004
	200

	25/02/2004
	700

	23/10/2004
	300

	30/01/2005
	1200

	23/03/2005
	400

	30/08/2005
	1000

	30/03/2006
	1500

	09/05/2006
	700

	31/05/2006
	400

	30/07/2007
	400

	03/10/2007
	1500

	05/02/2008
	500

	01/08/2008
	261


Total importes transferidos: 11.968.-€

No obstante, debemos señalar que el reconocimiento del percibo de esas cantidades se hace desde la buena fe que debe regir las relaciones contractuales, por cuanto la entidad financiera actora ni siquiera se ha molestado en acreditar la petición  y las transferencias de cada uno de esos importes a la cuenta de mi mandante, lo que en alguna ocasión ha supuesto incluso la desestimación de la demanda (véase, por ejemplo, Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante, sec. 5ª, de fecha 24-3-2011, El Derecho EDJ 2011/76303).

NOVENO.- Desde el comienzo de vigencia de la operación y hasta diciembre de 2008 mi mandante realizó puntualmente los siguientes pagos mensuales, en euros, de acuerdo con el propio cuadro aportado por la actora:
	fecha cuota
	Importe €

	03/11/2002
	45

	03/12/2002
	45

	03/01/2002
	45

	03/02/2003
	45

	03/03/2003
	85

	03/04/2003
	85

	03/05/2003
	85

	03/06/2006
	85

	03/07/2003
	85

	03/08/2003
	85

	03/09/2003
	85

	03/10/2003
	85

	03/11/2003
	100

	03/12/2003
	100

	03/01/2004
	100

	03/03/2004
	100

	03/04/2004
	115,19

	03/05/2004
	115,85

	03/06/2004
	113,54

	03/07/2004
	112,31

	03/08/2004
	111,03

	03/09/2004
	109,84

	03/10/2004
	108,65

	03/11/2004
	107,41

	03/12/2004
	116,75

	03/01/2005
	115,5

	03/02/2005
	114,25

	03/03/2005
	155,02

	03/04/2005
	153,19

	03/05/2005
	165,54

	03/07/2005
	163,76

	03/08/2005
	163,76

	03/09/2005
	163,76

	03/10/2005
	197,35

	03/11/2005
	195,28

	03/12/2005
	193,17

	03/01/2006
	190,97

	03/02/2006
	188,91

	03/03/2006
	186,87

	03/04/2006
	184,51

	03/05/2006
	235,02

	03/07/2006
	271,03

	03/08/2006
	271,03

	03/09/2006
	271,03

	03/10/2006
	268,29

	03/11/2006
	265,23

	03/12/2006
	262,37

	03/02/2007
	271,37

	03/03/2007
	262,37

	03/04/2007
	262,37

	03/05/2007
	262,37

	03/06/2007
	262,37

	03/07/2007
	260,49

	03/08/2007
	257,52

	03/10/2007
	268,74

	03/11/2007
	321,24

	03/12/2007
	321,24

	03/01/2008
	317,84

	27/02/2008
	314,47

	03/04/2008
	350,63

	03/05/2008
	328,07

	03/06/2008
	324,6

	01/07/2008
	320,99

	01/08/2008
	317,64

	
	

	
	11.670,73


Total importe cuotas abonadas puntualmente durante SEIS AÑOS: 11.670,73.- €.


DECIMO.- Después de SEIS AÑOS y abonar la suma de 11.670,73.-€, que difiere en muy poco del total de sumas dispuestas, 11.968.-€, resulta que el saldo deudor de mi mandante era a fecha 1 de agosto de 2008 de  9.235,61.-€. 


Es decir, que de los 11.670,73.-€ abonados hasta esa fecha solamente 2.435,12.-€ habrían sido destinados a reducir las sumas dispuestas, habiendo sido el resto destinados al pago de intereses y costes de un seguro de pago mensual.


A esa suma pagada regularmente mes a mes hay que añadir una serie de pagos posteriores, sin regularidad:

	26/12/2008
	252,65

	27/02/2009
	100

	31/03/2009
	100

	27/05/2009
	80

	28/08/2009
	100

	24/09/2009
	100



Es decir, 732,65.-€ más pagados a la actora. En total, doña ............ ............  lleva satisfechos a la demandante la suma de 12.403,38.-€, importe superior a las cantidades dispuestas.

Y sin embargo, como ya se ha expuesto, solamente 2.435,12.-€ habrían sido destinados a reducir las sumas dispuestas, habiendo sido el resto destinados al pago de intereses y costes de un seguro de pago mensual.


UNDÉCIMO.- ¿Y cómo se llega a esta situación?


Porque frente a la apariencia de las máximas y asequibles condiciones de pago mediante cómodas sumas mensuales, se esconde que las sumas pagadas se destinan al pago de unos intereses remuneratorios al tipo del  22,2% anual y de un seguro de pago mensual, cubriendo la suma de ese importe la práctica totalidad de las cuotas que se puedan abonar de forma que el negocio es superlativo para la actora, puesto que las sumas dispuestas apenas disminuyen, con el evidente perjuicio que ello ocasiona al consumidor, a quien se le imponen, sin posibilidad de negociación, y con una información previa que brilla por su ausencia, unas condiciones para la financiación claramente abusivas, fijándose como tipo para los   intereses remuneratorios uno más propio de los moratorios, con un más que evidente desfase respecto a los intereses normales para ese período de tiempo, de forma que el consumidor sigue pagando eternamente hasta lograr la amortización de las sumas dispuestas.

Al respecto, y en ese sentido, ya se han pronunciado diversas Audiencias Provinciales, que han concluido que esos intereses remuneratorios, comparados con el interés legal del dinero, del 4,25% en 2002, son abusivos, superando incluso con creces lo que sería el equivalente a 2,5 veces esa tasa de interés, 10,625%:
· Sentencia de la Audiencia Provincial de Girona, sección 1ª, de fecha 5 de octubre de 2010 (Referencia El Derecho EDJ 2010/237472): 

El interés remuneratorio pactado [interés anual del 17% T. A. E del 20%] es abusivo al superar con creces el 2,5 del interés legal del dinero que en el año 2006, fecha de suscripción del préstamo que lo era del 4%, vulnerando …….

· Sentencia de la Audiencia Provincial de La Coruña, sección 6ª, de fecha  10 de febrero de 2000 (Referencia El Derecho EDJ 2000/31084):
Puede ser también un criterio objetivo de ayuda en esta valoración el índice establecido en el art. 19 núm. 4 de la Ley 7/1995 de 23 de marzo de Crédito al Consumo como límite no excedible para los descubiertos en cuenta corriente en los que se plasme tal tipo de contrato, y cabe señalar que si se fijan estos límites para intereses que tienen naturaleza moratoria y sancionatoria del incumplimiento con mayor razón no podrán excederse cuando se imponen como remuneratorios para el caso de normal desarrollo de la relación contractual, y en el caso presente existe un evidente exceso respecto del límite indicado, ya que la tasa anual equivalente del préstamo de litis es del 39,13% y sobrepasa notoriamente el 18,75% que resultaría de aplicar, conforme a tal disposición, 2,5 veces el interés legal del dinero, que a la sazón y según la Ley 12/96 era del 7,5%, llevando este criterio dimanante de la normativa directamente aplicable al préstamo a anular los intereses moratorios que con igual tipo que los remuneratorios se establecen.
· Sentencia de la Audiencia Provincial de Zaragoza, sección. 4ª, de fecha  30 de septiembre de  2008 (Referencia El Derecho 2008/313905), precisamente referente a contrato concertado con la hoy actora, BANCO SYGMA HISPANIA:
Se impugna así mismo por la parte apelante en el siguiente y último motivo de su recurso el pronunciamiento de la sentencia de instancia por el que se acoge la demanda reconvencional formulada por los demandados en reclamación de la suma abonada en exceso para amortización de las cantidades dispuestas del crédito concedido por la recurrente, al declarar desproporcionado y abusivo el tipo de interés del 21 % anual fijado unilateralmente por la citada entidad financiera en el referido contrato de crédito concertado con los demandados reconvincentes, declarando la nulidad de dicha cláusula contractual por estimarla abusiva, pronunciamiento que dicha parte apelante impugna por considerarlo no ajustado a derecho al desconocer que se trata de una condición contractual pactada y aceptada por las partes litigantes.

Se rechaza de plano tal alegato impugnatorio del referido pronunciamiento de la sentencia de instancia, toda vez que el mismo encuentra su fundamento en lo normado en el artículo 10 bis, apartados 1 y 2, de la Ley 26/1.984, de 19 de julio, general para la defensa de los consumidores y usuarios, en relación con la Disposición Adicional Primera, apartado 29, de dicha Ley , sobre cláusulas abusivas en cuanto a las condiciones de crédito, en relación, a su vez, con lo normado en el artículo19.4 de la Ley 7/1.995, de 23 de marzo , de crédito al consumo,  no constando acreditado, en modo alguno, que la citada cláusula sobre fijación del tipo de interés aplicable a las cantidades dispuestas por los hoy demandados reconvinientes hubiese sido negociada individualmente con los mismos, extremo negado por éstos en todo momento.

· Sentencia de la Audiencia Provincial de Baleares, sección 5ª, de fecha 9 de noviembre de 2007 (Referencia El Derecho 
EDJ 2007/308890):
… Un interés moratorio del 29% en relación con un préstamo personal suscrito en el año 2003, y notoriamente superior al interés legal del dinero entoces vigente se reputa abusivo, …, de modo que implica una indemnización excesivamente alta para un consumidor que incumple sus obligaciones.

· Sentencia de la Audiencia Provincial de Lleida, sección 2ª, de fecha 14 de enero de 2002 (Referencia El Derecho EDJ 2002/6015):

…En el presente caso se estipuló fue una cláusula en la que se fijaba el interés nominal anual al tipo 34%, notablemente superior al normal del dinero en la época en que se concertó el préstamo y manifiestamente desproporcionado (artículo 1 de la Ley Azcarate de 23 de julio 1908) pues casi quintuplica el interés legal del dinero vigente en esa época (7,5%) como acertadamente señala la sentencia de instancia siendo, además, un criterio objetivo de valoración para considerarlo abusivo el índice establecido en el artículo 19 apartado 4 de la Ley 7/1995 de 23 de marzo de Crédito al Consumo, que dispone que "en ningún caso se podrán aplicar a los créditos que se concedan en forma de descubiertos en cuentas corrientes un tipo de interés que de lugar a una tasa anual equivalente superior a 2,5 veces el interés legal del dinero", y si se fijan estos límites para intereses que tienen naturaleza moratoria y sancionatoria del incumplimiento, con mayor razón no podrán excederse cuando se imponen como remuneratorios para el caso de normal desarrollo de la relación contractual


Se acompaña, señalada como DOCUMENTO NUMERO DOS de la contestación a la demanda, tabla de intereses legales obtenida de  la página web del Banco de España, remitiéndonos a las respectivas leyes de aprobación de los presupuestos generales del Estado como sustento legal de los tipos de interés recogidos en el documento acompañado.

DUODÉCIMO.- Se podrá decir que, de acuerdo con el artículo 1255 del Código Civil, las partes contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por convenientes. Eso es cierto. Pero también lo es que esa libertad de pacto no es absoluta, sino que está limitada por la Ley, la moral y el orden público.


DÉCIMO TERCERO.- En relación con los límites establecidos por la Ley, podemos citar dos normas principalmente, vigentes en el momento en que se concertó la operación inicial y que serían de aplicación al supuesto enjuiciado:

La Ley de 23 de julio de 1908, de represión de la usura, cuyo artículo 1 regula los préstamos considerados usurarios.


La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la defensa de los consumidores y usuarios, cuyo artículo 10 bis 1º establece como regla general que “se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas individualmente que en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato.


Si por parte del Juzgado se aplica al supuesto de autos la Ley de Usura ello conllevaría la nulidad del contrato, debiendo mi mandante reintegrar las sumas recibidas, que ya lo habrían sido, dado que las cantidades hasta la fecha abonadas superan las dispuestas.

Por el contrario, si se aplica la Ley 26/1984 y se considera la cláusula de fijación de los intereses remuneratorios como abusiva, eso supone la nulidad de la cláusula, lo que en la práctica supondría también que las cantidades dispuestas también habrían sido devueltas.


DÉCIMO CUARTO.- Lo dicho hasta este momento sobre el carácter usurario/abusivo de los intereses remuneratorios es, con mayor motivo, predicable de los intereses moratorios, que ascenderían hasta el 26,7%, a lo que habría que sumar el pretendido anatocismo reclamado por la actora, lo que supondría que los intereses moratorios no pagados volverían a devengar nuevamente intereses.


Por tanto, la nulidad de dicha cláusula queda fuera de toda duda a juicio de esta parte.


DÉCIMO QUINTO.- En cuanto al seguro de cuenta:
· Queda de manifiesto la mala fe con la que está redactado el contrato, por cuanto se da por hecho que el acreditado debe mantener una conducta activa para entender que no quiere contratar el seguro, cuando debería ser al contrario: solamente en caso de manifestarse voluntad en sentido positivo debería entenderse contratado el seguro. 
· La casilla para manifestar la voluntad contraria a la adhesión no está suficientemente destacada, y tampoco lo está el texto que la acompaña. Es más, inmediatamente debajo se ha colocado un texto en mayor tipografía y dentro de una figura de color negro, que no tiene nada que ver con el seguro, precisamente para llamar su atención sobre su contenido y desviarlo de la casilla relativa al seguro.
· No se firma de forma separada la aceptación del seguro.

· No está suficientemente destacada la información sobre el seguro que figura en el contrato, ni resulta fácilmente legible dado el minúsculo tamaño tipográfico de la letra utilizada.
· En momento alguno se entregaron a la Sra. ............ las condiciones particulares y generales de la póliza de seguro colectiva concertada con ALICO AIG life a la que se hace referencia en el impreso de solicitud.

· Las cláusulas referidas al seguro en modo alguno fueron negociadas con mi mandante.

· De todo lo anterior no cabe sino concluir el carácter abusivo de la cláusula relativa al seguro de cuenta, lo que debe suponer su declaración de nulidad.

· No se solicitó dicho servicio por parte de mi representada.

DÉCIMO SEXTO.- De todo lo anteriormente expuesto se desprende:

1.- Que la actora no cumple con los requisitos de procedibilidad por ella misma determinados en el impreso de solicitud, motivo suficiente para la desestimación de la demanda.

2.- Que en aplicación de la Ley de Usura el contrato debe ser considerado nulo.
3.- Que en caso de que no se considere aplicable la Ley de Usura, las cláusulas relativas a intereses remuneratorios, moratorios y seguro deben ser declaradas nulas por su carácter abusivo y contrario a Derecho, en aplicación de lo dispuesto en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la defensa de los consumidores y usuarios
4.- Que en cualquier caso mi mandante ha devuelto con creces las sumas dispuestas.


DÉCIMO SÉPTIMO.- Al amparo del art. 231 LEC esta parte manifiesta su voluntad de corregir cualquier defecto de carácter procesal en que pudiera haber incurrido. 


A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- A todos los tres primeros de adverso: se concuerdan, salvo a la referencia al partido judicial de Inca, si bien entendemos que es un mero “lapsus calami”.

II.- A los restantes de adverso: ciertos como citas legales, si bien no aplicables al presente litigio en el sentido invocado por la actora.


III.- Artículo 408 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

IV.- Artículo 1255 del Código civil, en los siguientes sentidos:

Por un lado, la propia actora introdujo entre las condiciones generales del contrato la siguiente:


7.- El impago consecutivo de 2 recibos mensuales o de 3 en un período de 12 meses….. facultará a BANCO SYGMA para, previo aviso al mismo [al titular], dar por resuelto el contrato. BANCO SYGMA comunicará por escrito al domicilio del/los Titular/es su decisión de cerrar la cuenta. Al cerrarse la cuenta, BANCO SYGMA practicará la correspondiente liquidación, considerándose como cantidad líquida y exigible a los efectos de pago, el saldo resultante.


Ya se ha expuesto que Banco Sygma no ha cumplido con dicha obligación (artículo 1256 del Código Civil), por lo que no concurren en los presentes autos los requisitos de procedibilidad impuestos por la propia actora.

Por otro lado, y como ya se ha destacado, la libertad de pacto contractual está limitada por la Ley, la moral y el orden público. Y las cláusulas contractuales en cuanto a intereses remuneratorios; moratorios y anatocimo exceden de esos límites.

V.- Ley de 23 de julio de 1908, de represión de la usura, con especial mención de los siguientes preceptos:

Artículo 1

Será nulo todo contrato de préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso o en condiciones tales que resulte aquél leonino, habiendo motivos para estimar que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales.

Será igualmente nulo el contrato en que se suponga recibida mayor cantidad que la verdaderamente entregada, cualesquiera que sean su entidad y circunstancias. Será también nula la renuncia del fuero propio, dentro de la población, hecha por el deudor en esta clase de contratos.


Artículo 2  

Los Tribunales resolverán en cada caso, formando libremente su convicción en vista de las alegaciones de las partes.


Artículo 3

Declarada con arreglo a esta ley la nulidad de un contrato, el prestatario estará obligado a entregar tan sólo la suma recibida; y si hubiera satisfecho parte de aquélla y los intereses vencidos, el prestamista devolverá al prestatario lo que, tomando en cuenta el total de lo percibido, exceda del capital prestado

Artículo 9

Lo dispuesto por esta ley se aplicará a toda operación sustancialmente equivalente a un préstamo de dinero, cualesquiera que sean la forma que revista el contrato y la garantía que para su cumplimiento se haya ofrecido.

VI.- Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la defensa de los consumidores y usuarios, en su versión vigente en 2002, año de concertación del contrato del que deriva el presente procedimiento, con especial mención de los siguientes preceptos:

Artículo 1

2. A los efectos de esta ley, son consumidores o usuarios las personas físicas o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que sea la naturaleza pública o privada, individual o colectiva, de quienes los producen, facilitan, suministran o expiden.

Artículo 10
1. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones que se apliquen a la oferta o promoción de productos o servicios, y las cláusulas no negociadas individualmente relativas a tales productos o servicios, incluidos los que faciliten las Administraciones públicas y las entidades y empresas de ellas dependientes, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa, sin reenvíos a textos o documentos que no se faciliten previa o simultáneamente a la conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, deberán hacerse referencia expresa en el documento contractual.

b) Entrega, salvo renuncia expresa del interesado, de recibo justificante, copia o documento acreditativo de la operación, o en su caso, de presupuesto debidamente explicado.

c) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo caso excluye la utilización de cláusulas abusivas.

2. En caso de duda sobre el sentido de una cláusula prevalecerá la interpretación más favorable para el consumidor. 

3. Si las cláusulas tienen el carácter de condiciones generales, conforme a la Ley sobre Condiciones Generales de la Contratación, quedarán también sometidas a las prescripciones de ésta.


Artículo 10 bis

1. Se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas individualmente que en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato. En todo caso se considerarán cláusulas abusivas los supuestos de estipulaciones que se relacionan en la disposición adicional de la presente ley. 

El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que una cláusula aislada se hayan negociado individualmente no excluirá la aplicación de este artículo al resto del contrato.

El profesional que afirme que una determinada cláusula ha sido negociada individualmente, asumirá la carga de la prueba.

El carácter abusivo de una cláusula se apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato y considerando todas las circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, así como todas las demás cláusulas del contrato o de otro del que éste dependa.

2. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas las cláusulas, condiciones y estipulaciones en las que se aprecie el carácter abusivo. La parte del contrato afectada por la nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por el art. 1 CC. A estos efectos, el Juez que declara la nulidad de dichas cláusulas integrará el contrato y dispondrá de facultades moderadoras respecto de los derechos y obligaciones de las partes cuando subsista el contrato, y de las consecuencias de su ineficacia en caso de perjuicio apreciable para el consumidor o usuario. Sólo cuando las cláusulas subsistentes determinen una situación no equitativa en la posición de las partes que no pueda ser subsanada podrá declarar la ineficacia del contrato. 

3. Las normas de protección de los consumidores frente a las cláusulas abusivas serán aplicables, cualquiera que sea la ley que las partes hayan elegido para regir el contrato, en los términos previstos en el art. 5 Convenio de Roma de 1908, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales. 

Disposición Adicional 1ª:

A los efectos previstos en el art. 10 bis, tendrán el carácter de abusivas al menos las cláusulas o estipulaciones siguientes:

3ª) La vinculación incondicionada del consumidor al contrato aun cuando el profesional no hubiera cumplido con sus obligaciones, o la imposición de una indemnización desproporcionadamente alta, al consumidor que no cumpla sus obligaciones.

23ª) La imposición al consumidor de bienes y servicios complementarios o accesorios no solicitados
24ª) Los incrementos de precio por servicios accesorios, financiación, aplazamientos, recargos, indemnización o penalizaciones que no correspondan a prestaciones adicionales susceptibles de ser aceptados o rechazados en cada caso expresados con la debida claridad o separac

VII.- Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones generales de la Contratación, con especial mención de los siguientes preceptos, versión 2002:

Artículo 1:

1. Son condiciones generales de la contratación las cláusulas predispuestas cuya incorporación al contrato sea impuesta por una de las partes, con independencia de la autoría material de las mismas, de su apariencia externa, de su extensión y de cualesquiera otras circunstancias, habiendo sido redactadas con la finalidad de ser incorporadas a una pluralidad de contratos.

2. El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que una o varias cláusulas aisladas se hayan negociado individualmente no excluirá la aplicación de esta ley al resto del contrato si la apreciación global lleva a la conclusión de que se trata de un contrato de adhesión.

Artículo 2:

1. La presente ley será de aplicación a los contratos que contengan condiciones generales celebrados entre un profesional -predisponente- y cualquier persona física o jurídica -adherente-.

2. A los efectos de esta ley se entiende por profesional a toda persona física o jurídica que actúe dentro del marco de su actividad profesional o empresarial, ya sea pública o privada.

3. El adherente podrá ser también un profesional, sin necesidad de que actúe en el marco de su actividad.

Artículo 5

5. La redacción de las cláusulas generales deberá ajustarse a los criterios de transparencia, claridad, concreción y sencillez.

Artículo 6

2. Las dudas en la interpretación de las condiciones generales oscuras se resolverán a favor del adherente. 

3. Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, y en lo no previsto en el mismo, serán de aplicación las disposiciones del Código civil sobre la interpretación de los contratos


Artículo 8

1. Serán nulas de pleno derecho las condiciones generales que contradigan en perjuicio del adherente lo dispuesto en esta ley o en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de con............nción.

2. En particular, serán nulas las condiciones generales que sean abusivas, cuando el contrato se haya celebrado con un consumidor, entendiendo por tales en todo caso las definidas en el art. 10 bis y disp. adic. 1ª L 26/1984 de 19 julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.


Artículo 10

1. La no incorporación al contrato de las cláusulas de las condiciones generales o la declaración de nulidad de las mismas no determinará la ineficacia total del contrato si éste puede subsistir sin tales cláusulas, extremo sobre el que deberá pronunciarse la sentencia.

2. La parte del contrato afectada por la no incorporación o por la nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por el art. 1258 CC y disposiciones en materia de interpretación contenidas en el mismo.


VIII.- Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al Consumo.


IX.- Artículo 7 del Código Civil:


1. Los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe.


2. La ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. Todo acto u omisión que por la intención de su autor, por su objeto o por las circunstancias en que se realice sobrepase manifiestamente los Iímites normales del ejercicio de un derecho, con daño para tercero, dará lugar a la correspondiente indemnización y a la adopción de las medidas judiciales o administrativas que impidan la persistencia en el abuso.


X.- Principio Iura Novit Curia.

XI.- Código Civil en cuanto a su contenido sobre obligaciones y contratos.

XII.- Artículo 394 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto la condena en costas.

En virtud de lo expuesto,


SUPLICO AL JUZGADO tenga por presentado este escrito y documentación adjunta y admita todo ello; tenga por personada en plazo y forma a la procuradora compareciente en representación de doña ............ ............ ............; tenga por contestada en plazo y forma la demanda de adverso; y, previos los trámites procesales pertinentes, dicte sentencia por la que se desestime la demanda por incumplimiento por parte de la actora de los requisitos previos de procedibilidad fijados por ella misma en la condición general séptima del impreso de solicitud, con expresa imposición de las costas a la demandantes. 


Subsidiariamente, caso de no acogerse nuestro anterior pedimento, desestime la demanda por nulidad del contrato en virtud de la Ley de 23 de julio de 1908, de represión de la usura, habiendo ya mi mandante reintegrado todas las sumas dispuestas, con expresa imposición de las costas procesales a la demandante; o bien desestime la demanda por declaración de nulidad de las cláusulas contractuales relativas a intereses remuneratorios, intereses moratorios, anatocismo y seguro de cuenta y por haber reintegrado mi mandante todas las sumas dispuestas, con expresa imposición de las costas procesales a la actora.


OTROSI DIGO: Que a nuestro entender, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 408 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la nulidad del contrato vía Ley de Reprensión de la Usura o de las cláusulas relativas a los intereses remuneratorios, moratorios, anatocismo y seguro de cuenta podría ser estimada sin necesidad de formular reconvención. No obstante, en previsión de que el criterio del Juzgador fuera otra, y al amparo del artículo 406 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, procedo a formular RECONVENCION contra BANCO SYGMA HISPANIA en relación con esas pretensiones. En aras a la brevedad de la exposición, y dado que ya han sido suficientemente desarrollados en la contestación a la demanda, procederé a remitirme a cuanto se ha expuesto. Se basa la demanda reconvencional en los siguientes hechos y fundamentos de derecho:
HECHOS


Constituyen los hechos de esta demanda reconvencional el contenido de los expositivos segundo a decimoséptimo de la contestación a la demanda.


Tal y como se ha explicado en el expositivo décimo de la contestación a la demanda, mi mandante ha realizado pagos por importe de 12.403,38.-€, importe superior a los 11.968,00.-€ dispuestos, en concreto 435,38.-€ pagados de más.


Aplicando la Ley de 23 de julio de 1908, de represión de la usura, siendo nulo conforme a la misma el contrato concertado con la actora, conforme prevé su artículo 1 el prestatario estará obligado a entregar tan sólo la suma recibida; y si hubiera satisfecho parte de aquélla y los intereses vencidos, el prestamista devolverá al prestatario lo que, tomando en cuenta el total de lo percibido, exceda del capital prestado.


En consecuencia, se interesa el reintegro a mi mandante de los 435,38.-€ que exceden del capital dispuesto y reintegrados por mi principal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


I.- Artículos 406 a 409 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto a la reconvención.


II.- Los fundamentos de derecho, del IV al XII, expuestos como tales en nuestra contestación a la demanda.


En su virtud,


SUPLICO AL JUZGADO tenga por interpuesta en plazo y forma DEMANDA RECONVENCIONAL en nombre y representación de doña ............ ............ ............ contra BANCO SYGMA HISPANIA, SUCURSAL EN ESPAÑA y, previos los trámites procesales pertinentes, dicte sentencia por la que


Se declare, por aplicación de la Ley de 23 de julio de 1908, de represión de la usura, la nulidad del contrato de crédito revolvente solicitado por mi mandante en fecha 16 de agosto de 2002, declarando reintegradas todas las sumas dispuestas por doña ............ ............ ............, condenando a la actora reconvenida a reintegrar a mi mandante la suma abonada en exceso, de 435,38.-€, con expresa imposición de las costas procesales a la entidad financiera reconvenida; o bien, subsidiariamente, declare de nulidad, por aplicación de la Ley 26/1984 de de 19 de julio, General para la defensa de los consumidores y usuarios, de las cláusulas contractuales relativas a intereses remuneratorios, intereses moratorios, anatocismo y seguro de cuenta declarando reintegradas todas las sumas dispuestas por doña ............ ............ ............, condenando a la actora reconvenida a reintegrar a mi mandante la suma abonada en exceso, de 435,38.-€con expresa imposición de las costas procesales a la entidad financiera reconvenida.

Palma, a 14 de julio de 2011.
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